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RESUMEN: Los principios del derecho ambiental son un elemento gravitante en 
el desarrollo y autonomía de una disciplina jurídica, y han sido especialmente 
catalizadores en el caso del derecho ambiental. La presente editorial analiza el 
reciente y creciente proceso de positivización de los principios del derecho 
ambiental en Chile. Se sostiene que, durante los últimos años, el legislador ha 
utilizado distintas técnicas para reconocer estos principios: primero, mediante 
su mención en los mensajes de los proyectos de ley; luego, a través de artículos 
específicos que los enumeran y definen; y, más recientemente, mediante 
referencias a principios ya consagrados en otras leyes marco o generales. A 
partir de este diagnóstico, se reflexiona sobre las consecuencias jurídicas de 
este fenómeno, considerando sus potencialidades y riesgos, así como algunas 
experiencias del derecho internacional y comparado. La editorial advierte que 
la proliferación de principios positivizados exige una labor doctrinal de 
sistematización, interpretación y delimitación de sus efectos normativos, 
especialmente frente a posibles solapamientos, diferencias conceptuales y 
tensiones entre principios. Finalmente, se plantea la necesidad de incorporar 
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esta discusión en la enseñanza del derecho ambiental, a fin de formar 
operadores jurídicos capaces de aplicar estos principios de manera coherente, 
fundada y orientada a una mayor protección ambiental. 

Palabras clave: principios del derecho ambiental; positivización; legislación 
ambiental chilena; técnica legislativa; enseñanza del derecho ambiental. 

ABSTRACT: The principles of environmental law are a central element in the 
development and autonomy of a legal discipline, and they have been especially 
catalytic in the case of environmental law. This editorial analyzes the recent and 
growing process of legal recognition of the principles of environmental law in 
Chile. It argues that, in recent years, the legislature has used different 
techniques to recognize these principles: first, by mentioning them in the 
explanatory messages accompanying bills; then, through specific provisions 
that list and define them; and, more recently, by referring to principles already 
enshrined in other framework or general laws. On the basis of this diagnosis, 
the editorial reflects on the legal consequences of this phenomenon, 
considering both its potential and its risks, as well as some experiences from 
international and comparative law. It warns that the proliferation of legally 
recognized principles requires doctrinal work aimed at systematizing, 
interpreting, and delimiting their normative effects, especially in light of 
possible overlaps, conceptual differences, and tensions between principles. 
Finally, it highlights the need to incorporate this discussion into the teaching of 
environmental law, in order to train legal practitioners capable of applying 
these principles in a coherent, well-founded manner oriented toward stronger 
environmental protection. 

Keywords: environmental law principles; legal codification; Chilean 
environmental legislation; legislative technique; environmental law education. 

 
Introducción 

En los últimos 30 años, el derecho ambiental chileno ha experimentado un 
aumento progresivo de su densidad normativa. Este proceso ha dado lugar a un 
entramado importante, tanto desde el punto de vista cuantitativo como 
cualitativo, caracterizado por una institucionalidad robusta, con la consolidación 
de instrumentos clásicos, la incorporación de nuevas herramientas y, por cierto, 
el reconocimiento y desarrollo de principios de la disciplina. A estos últimos va 
destinada la presente editorial.  
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El énfasis de este trabajo estará puesto en demostrar cómo, durante los últimos diez 
años, la técnica del legislador para reconocer los principios del derecho ambiental 
ha cambiado sustancialmente. En este proceso es posible identificar tres técnicas 
distintas: i) la inclusión de principios en los “mensajes” que acompañan los 
proyectos de las leyes; ii) la incorporación de un artículo específico para enumerar 
los principios que las rigen, junto con sus respectivas definiciones; y iii) una técnica 
más reciente, en la que una ley especial se refiere a principios ya reconocidos en 
otras leyes marco o generales, pero relacionadas a la materia específica que ellas 
tratan, y que asume como su marco de referencia o “paraguas”.  

Este reciente y creciente fenómeno, de codificación de principios —y la forma 
cómo se ha hecho— tiene luces y sombras, según veremos en detalle. En 
cualquier caso, se trata de un tema muy novedoso y relevante, que plantea 
importantes desafíos para la investigación y enseñanza del derecho ambiental. 
Esperamos que con estas breves líneas ello sea advertido a fin de abrir el debate 
y profundizar estas cuestiones en futuras investigaciones. Se incluyen además 
breves referencias a la experiencia y doctrina comparadas.  

I. Técnicas legislativas utilizadas para el reconocimiento de los 
principios del derecho ambiental  

1. Primera técnica legislativa: hacer referencia a los principios del 
derecho ambiental en el mensaje de los proyectos de ley  

Una primera forma de reconocer principios coincide con la primera etapa de 
consolidación del derecho ambiental chileno, con la dictación de la Ley N° 19.300 
de Bases Generales del Medio Ambiente, en el año 1994, consagrando los 
cimientos de nuestra institucionalidad ambiental. En aquella época la técnica del 
legislador fue la de mencionar los principios inspiradores de la nueva regulación 
en el mensaje del presidente Patricio Aylwin Azócar, que acompañó esa iniciativa 
de proyecto de ley.  

En el mensaje se encuentran postulados claves, plenamente vigentes hoy, y que no 
debiese ser necesario recordar. Se afirma categóricamente que “la protección 
ambiental no puede plantearse como un dilema frente al desarrollo, sino como uno 
de sus elementos” y que “cuando hablamos de desarrollo sustentable, estamos 
pensando en crecimiento económico con equidad social y con preservación y 
cuidado de los recursos naturales” (BCN, 2023, p. 7). 

En materia de principios, el mensaje critica que hasta ahora la regulación en 
Chile “ha carecido de principios generales” y que la nueva política ambiental 
tiene por objeto justamente “definir estos principios rectores”. Invita a ser parte 
de una “modificación estructural” a través de una “ley marco” o de bases, con 
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“principios básicos que sirvan de punto de referencia para interpretar la 
legislación existente y para la dictación posterior de otros cuerpos legales 
atingentes a materias específicas.” Se trata de “sentar las bases centrales que 
orienten la gestión ambiental pública y privada… Contar con un cuerpo legal 
general, a la cual se pueda referir toda la legislación ambiental sectorial… que 
sirva de referencia… y que permita una aplicación coherente de toda ella”. Esta 
ley “contiene sólo los principios e instituciones aplicables a la generalidad de los 
problemas, para que sean las leyes especiales las que traten más a fondo y 
adecuadamente los problemas de cada sector o recurso” (BCN, 2023, pp. 10–11, 
14 y 18). Los principios expresamente mencionados fueron los siguientes: 
prevención, quien contamina paga, gradualismo, de la responsabilidad, 
participación y eficiencia; aunque también hay referencias concretas a la 
coordinación y la coherencia. 

2. Segunda técnica legislativa: enlistar y definir cada principio en el 
articulado propio de la ley  

A partir del 2013, la técnica del legislador cambia sustancialmente en dos 
sentidos: comienza a incluir principios en el texto mismo de la ley y además 
los define expresamente. Los primeros ejemplos importantes se dieron en la 
Ley N° 18.892 (en adelante, Ley de Pesca), incluyendo la reforma del año 
2013, y la Ley N° 20.920/2016 que establece el marco para la gestión de 
residuos, la responsabilidad extendida del productor y fomento al reciclaje 
(en adelante, Ley REP). En la Ley de Pesca, sólo se incluyeron expresamente 
el principio precautorio y el enfoque ecosistémico. En la Ley REP, en cambio, 
el listado aumenta a once principios. Pero la diferencia entre ambas no 
radica sólo en el número de principios reconocidos, sino en el modo en que 
ello se realiza.  

En la Ley de Pesca, la norma elegida es el artículo 1 C, una norma general, 
inicial de la ley y muy importante pues determina tres reglas que “deberán 
ser consideradas” tanto para interpretar y aplicar la ley” como “para adoptar 
las medidas de conservación y administración de las pesquerías y protección 
de sus ecosistemas”, teniendo como paraguas la política pesquera nacional 
y el logro del objetivo de conservación y uso sustentable de los recursos 
hidrobiológicos y la salvaguarda de los ecosistemas marinos en que existan 
esos recursos. Estas tres reglas imperativas de aplicar, por aquellos que 
toman decisiones y que deben interpretar y aplicar la ley, son: establecer 
objetivos de largo plazo, aplicar el principio precautorio y, también, el 
enfoque ecosistémico. Respecto a estos últimos, el legislador no los define 
técnicamente, pero señala “qué entiende” por cada uno.  
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En la Ley REP, en cambio, adopta lo que será la tendencia en el futuro. Los 
principios se enlistan y definen en un solo artículo. El artículo 2 determina que 
los principios “que inspiran” dicha ley son 11, sin usar -entendemos- una 
cláusula de numerus clausus. Muchos de estos principios son generales del 
derecho ambiental (como el preventivo, el precautorio, el que contamina paga, 
participativo y de gradualismo) pero todos ellos fueron definidos adaptándolos a 
la materia regulada, esto es, en relación a los residuos. Otros, en cambio, son 
bastante más específicos para aquella materia (como el de inclusión; jerarquía 
en el manejo de residuos; libre competencia; responsabilidad del generador de 
un residuo; trazabilidad). Finalmente, se incluyen también principios generales 
del derecho administrativo, como los de transparencia y publicidad. 
Adelantemos, como forma de incentivo a futuras investigaciones, que hay 
algunos matices interesantes: el principio participativo hace expresa mención a 
la educación; el preventivo, al consumo; y el precautorio, si bien se incorpora de 
una manera más limitada que en la Ley de Pesca, no exige que se deba acreditar 
una falta de certeza científica absoluta, ni que el daño que se trata de evitar sea 
“grave o irreparable”, lo que sí realiza la Declaración de Río de Janeiro del año 
1992 (Delgado, 2020). 

Una nueva generación de leyes al estilo de la Ley REP, con listas de principios 
que son definidos, aparecen a partir de los años 2020. Las dos primeras, son 
leyes ambientales marco, generales, en dos temas muy importantes: cambio 
climático y biodiversidad. La última, es una ley específica, que regula la 
extracción de áridos. En todas ellas, se considera un artículo específico de 
principios. No todos ellos son exclusivos del derecho ambiental y todos en su 
definición, se reconducen al tema de cada una de esas leyes.  

Mediante estas leyes, aumenta de manera sustancial el reconocimiento expreso 
de principios del derecho ambiental y climático chileno, incluyendo algunos 
tradicionales, pero también incorporando otros, muy modernos y necesarios. En 
la Ley N° 21.455 Marco de Cambio Climático del año 2022 (en adelante, LMCC) se 
enlistan y definen 15 principios: Científico, Costo-efectividad, Enfoque 
ecosistémico, Equidad y Justicia Climática, No regresión, Participación 
ciudadana, Precautorio, Preventivo, Progresividad, Territorialidad, Urgencia 
climática, Transparencia, Transversalidad, Coherencia y Flexibilidad. En la Ley 
N° 21.600 que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas del año 2023 
(en adelante Ley SBAP), se establecen 10 principios: el de coordinación, de 
jerarquía, de no regresión, participativo, de prevención, de precaución, de 
responsabilidad, de sustentabilidad, de información y de valoración de los 
servicios ecosistémicos. En la Ley N° 21.800/2026 que regula la extracción de 
áridos, se establecen 5: preventivo, precautorio, de no regresión, de 
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coordinación y de publicidad y transparencia. Como se advierte fácilmente, hay 
varios que se repiten en las tres, por ejemplo, el preventivo, precautorio, de no 
regresión y el de coordinación.1 Interesante investigar las diferencias que puedan 
existir en estas definiciones y dilucidar las razones de tales diferencias. 

3. Tercera técnica legislativa: descansar en las definiciones de los 
principios realizadas en otras leyes marco relacionadas.  

Para terminar este acápite, corresponde describir la que hemos llamado 
tercera técnica en el proceso de codificación de los principios de derecho 
ambiental y climático en Chile. Se trata de la modalidad más reciente de 
todas, y la podemos describir como aquella en que, al regular una materia 
específica, el legislador no incorpora un artículo para enlistar y definir los 
principios aplicables, pero sí hace referencia a algunos de ellos, dado que ya 
existen en las leyes marco relacionadas con la materia regulada. En otras 
palabras, opera bajo el “paraguas” de esas leyes marco y, sin enlistar ni 
definir nuevamente los principios, incorpora en su articulado referencias y 
mandatos especiales vinculados a ellos; lo que, por cierto, no impide aplicar 
otros principios de estas leyes.  

Un ejemplo de esta técnica se encuentra en la Ley N° 21.660 sobre protección 
ambiental de las turberas, del año 2024, relevante tanto desde la perspectiva de la 
biodiversidad como del cambio climático. De hecho, esta ley declara la necesidad 
de proteger y conservar dichos ecosistemas, calificándolos como “reservas 
estratégicas para la mitigación y adaptación al cambio climático; el equilibrio y 
regulación hídrica; la conservación de la biodiversidad; y de los múltiples servicios 
ecosistémicos que proveen” (artículo 1). Bajo esta importante declaración, resulta 
razonable estimar aplicables, con las adecuaciones correspondientes, los 
principios provenientes tanto de la LMCC como de la Ley SBAP. Así, por ejemplo, 
de la LMCC resulta pertinente aplicar el principio de enfoque ecosistémico, y de la 
Ley SBAP el principio de valoración de los servicios ecosistémicos.  

Sin embargo, el legislador consideró necesario mencionar expresamente sólo 
algunos principios. Así, en el artículo quinto transitorio, al regular la estrategia 
de transición justa para los trabajadores que hoy se dedican a la cosecha de la 
cubierta vegetal de las turberas en el sur de Chile, a fin de buscar alternativas 
laborales, se indica que ello debe realizarse en base a “los principios de equidad, 
justicia climática, género, participación ciudadana y transparencia, entre otros”.  

 
1 El principio de coordinación en la LMCC se llama transversalidad, y resulta más amplio pues 
incluye la participación coordinada no sólo de las autoridades, sino también del sector privado, 
academia y sociedad civil. 
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II. Reflexiones generales  

El proceso que hemos descrito, que coincide cronológicamente -aunque no 
siempre- con diversas épocas del desarrollo del derecho ambiental chileno, 
evidencia que en un breve lapso de tiempo el legislador ha considerado necesario 
reconocer expresamente principios y lo ha hecho mediante tres técnicas 
distintas.  

El reconocimiento legislativo de principios de derecho ambiental ha sido 
creciente y profuso, pues en menos de 15 años, de los 7 principios a los que se 
hizo referencia en el mensaje de la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente, 
ahora disponemos de listados y definiciones de más de una veintena de 
principios (propios del derecho ambiental y de otros derechos, básicamente 
administrativos) que podríamos calificar entre clásicos y modernos. Este 
fenómeno de positivación de principios también ha sucedido en otras leyes 
distintas a las ambientales, de tal manera que es una tendencia general del 
legislador chileno. 

Pero el fenómeno no es sólo propio de Chile, también se evidencia en el derecho 
internacional y comparado, en donde vemos cómo se han incluido principios de 
derecho ambiental en textos normativos vinculantes. De hecho, a propósito del 
mismo fenómeno vivido por el derecho administrativo, se ha descrito que el 
proceso de reconocimiento de principios partió en instrumentos internacionales, 
luego en las constituciones y finalmente en las leyes, siendo la última etapa, la de 
definir (Haro y Villacrés, 2021). 

A nivel internacional, por ejemplo, el Acuerdo de Escazú, sobre los derechos de 
acceso a la información, participación y justicia en asuntos ambientales (del 
2018, ratificado por Chile el año 2022) considera en su artículo 3, un listado de 
principios sin definirlos, por los cuales se guiarán los estados partes en la 
implementación del Tratado: el principio de igualdad y principio de no 
discriminación; principio de transparencia y principio de rendición de cuentas; 
principio de no regresión y principio de progresividad; principio de buena fe; 
principio preventivo; principio precautorio; principio de equidad 
intergeneracional; principio de máxima publicidad; principio de soberanía 
permanente de los Estados sobre sus recursos naturales; principio de igualdad 
soberana de los Estados; y principio pro persona. 

A nivel comparado, también se han incorporado principios de derecho ambiental 
en códigos, leyes e inclusive en textos constitucionales, en distintos sistemas 
jurídicos, lo cual ha motivado importantes reflexiones. Fue impresionante, por 
ejemplo, cómo se avivó la discusión con la positivación de principios de derecho 
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ambiental en la Unión Europea; o en la Carta francesa de derecho ambiental, 
anexada a la Constitución en 2014 (especialmente el principio de precaución2), o 
en Italia, con la reforma a la Constitución del año 2022 que incorpora 
expresamente el principio de desarrollo sustentable (aunque para la mayoría 
estaba reconocido implícitamente, como afirma Siclari, 2024).También 
considero interesantes los primeros análisis del Código Ecológico chino del año 
2025, que incluye un artículo específico de principios (en su artículo 6), 
incluyendo el principio preventivo —pero no el precautorio— la gobernanza 
sistemática, la prioridad ecológica, el desarrollo verde, la participación pública y 
la asunción de responsabilidad por los daños medioambientales. Sumado a ello, 
existirían otros principios diseminados en diversas secciones del texto que bien 
podrían considerarse como tales (Winter, 2026). Como reconoce Eloise Scotford 
(2018):  

“Los principios ambientales son ahora ideas fundamentales en el derecho 
y la política ambiental a nivel mundial. En diversos contextos políticos y 
culturas jurídicas, conjuntos de principios ambientales enmarcan las 
ambiciones de la política ambiental, establecen objetivos legales 
explícitos, impulsan razonamientos judiciales innovadores en materia de 
protección ambiental e incluso poseen rango constitucional.”  

Es frecuente leer que los principios ambientales han sido los verdaderos 
elementos conectores y catalizadores del derecho ambiental (Scotford, 2019). 
Considerar qué ocurrirá, en cada uno de estos sistemas jurídicos distintos, con 
la positivización de estos principios, es una cuestión profundamente novedosa. 
Si bien se mantiene vigente la intensa discusión acerca de qué son los principios 
y la función o funciones que han de cumplir, cuando el legislador decide 
positivizarlos, no cabe duda de que se altera su naturaleza jurídica tradicional, 
entendida como mandatos de optimización no escritos o guías interpretativas 
implícitas. La positivización de un principio jurídico implica incorporarlo en una 
categoría normativa del ordenamiento jurídico con consecuencias importantes 
en su obligatoriedad, su origen democrático y sus requisitos técnicos específicos. 
Se trata de discusiones filosóficas y doctrinales relevantes acerca del origen, 
definición, alcance y funciones de cada principio, que permitan comprender las 
consecuencias jurídicas reales de su positivización. De hecho, se ha sostenido 
que la falta de especificidad sobre sus alcances provocó, en Europa, bajo el 
principio de legalidad, que ellos no fueran siempre aplicados por la 
administración pública o que fueran aplicados de manera restrictiva; haciendo 
patente la necesidad de definirlos y asegurar que sean aplicados 

 
2 En Francia, véanse Cohendet y Fleury (2018) y Charmeil (2026). 
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obligatoriamente; aunque se advierte -y esto es importante recordarlo- que los 
principios existen independiente de su positivización (Haro y Villacrés, 2021). 

Eloise Scotford (2018) advierte que los principios “no son fórmulas mágicas”. Si 
bien reconoce que los principios representan una visión (o visiones) fáciles de 
comunicar y aceptar, sin necesidad de acordar normas o marcos regulatorios 
detallados, estas razones no dicen mucho de su fuerza jurídica. Determinar el 
impacto de estos principios ambientales “legalizados” resulta complejo, pues 
muchas veces son vagos y ambiguos en su significado. Y como garantías políticas 
legalizadas, sus implicaciones dependen de las culturas jurídicas en las que se 
expresan formalmente.  

Por otro lado, también se ha advertido sobre los riesgos de un exceso de 
principios positivizados. Alexandra Aragão (2018, p. 454) se refiere a una 
“maraña de principios ambientales”, que produce solapamientos y determina 
que los actores jurídicos (legisladores, administradores, jueces) junto con las 
partes interesadas (entidades públicas, empresas privadas, ONG ambientales, 
ciudadanos) tengan que lidiar con “conflictos de principios”.  

Nicholas De Sadeleer acertadamente advierte que no todas las disposiciones del 
derecho ambiental, aunque se denominen “principios” constituyen 
necesariamente verdaderos “principios normativos”; y, a la inversa, hay normas 
que no se denominan “principios” pero que comparten las características de los 
principios normativos. Si se sigue su propuesta, en cada caso, deberíamos 
analizar si el principio está recogido en un texto jurídicamente vinculante 
(aunque sea de distinta jerarquía), si se dirige a categorías específicas de 
personas —generalmente autoridades estatales— y si se establecen obligaciones 
relacionadas (De Sadeleer, 2020). Coincidimos con el jurista en que la amplia 
discrecionalidad concedida a las autoridades a la hora de formular la normativa 
en virtud de los principios preventivo y precautorio en la Unión Europea, no pone 
en tela de juicio su carácter de principios normativos. Él nos explica que tienen 
igualmente efecto normativo, aunque sean muy abstractos, o cuando su carácter 
vinculante pueda ser menos marcado que el de normas sustantivas precisas, y 
que no tengan sanciones penales. Los califica por ello de “normas”, pero de 
“contenido indeterminado”. Como normas serían autónomas, directamente 
aplicables, con efectos jurídicos específicos y ya no meros ideales regulatorios o 
eslóganes políticos. Y si bien se asemejan a normas cuyo contenido es algo vago, 
se prestan a una amplia gama de aplicaciones (De Sadeleer, 2020). 

En efecto, los principios transmiten —a veces en forma de lemas— valores 
ambientales, expresando normas de conducta directamente aplicables a un 
número indefinido de casos, no sólo gracias a su formulación genérica, sino 



Un tema desatendido: el reciente y creciente proceso de positivización de los… 

 

10 
 

gracias a su adaptabilidad a múltiples contextos culturales y jurídicos; y a casos 
diferentes. Son ambiguos, pero generan más consenso y serán aceptados, al 
punto de ser positivados, en la medida que expresan el sentido común y valores 
éticos compartidos. Cuestión distinta es que ellos logren ser efectivos de 
inmediato o si necesitarán disposiciones más específicas.  

En cuanto al proceso de positivización de principios en Europa, Jaria-Manzano 
(2019) describe que esta concreción legal generó una tensión normativa que 
obliga al legislador a reconfigurar la estructura jurídica clásica del Estado para 
dar cabida a principios globales (como el desarrollo sustentable) como 
“mandatos de acción directa”, tensionando las técnicas tradicionales de 
codificación. Para Renna, refiriéndose a los principios de derecho ambiental 
comunitarios aplicables en Italia (artículo 1 de la Ley 241/1990), estos principios 
vinculan no sólo a los legisladores, sino directamente a la administración pública 
nacional y su violación, puede implicar adoptar procedimientos administrativos 
ilegítimos y, por tanto, posibles de anular (Renna, 2012, p. 69).  

III. Desafíos, luces y sombras del fenómeno de positivización en Chile  

Si bien no existe un catálogo definitivo y universal de principios ambientales, del 
mismo modo que al parecer no existe una jerarquía entre ellos, ya que, por su 
naturaleza, son flexibles, relativos y no excluyentes (Fontanella, 2024); este 
reciente proceso de positivización de principios, implica asumir que Chile sí 
cuenta con un catálogo oficial vinculante (pero no excluyente pues existen otros 
principios no positivizados) y que existen definiciones que analizar, ordenar y 
calificar, para que estos principios constituyan bases sólidas y claras y puedan 
seguir evolucionando según lo requiera la sociedad. Es indudable que, con cada 
definición, se espera avanzar en la certeza jurídica del operador, pero a la vez, se 
pierde cierta adaptabilidad del principio a situaciones nuevas, dependiendo de 
cuán estático se haya definido. Además, es interesante determinar, en cada caso, 
si el legislador, al definirlos, adoptó o no modalidades más o menos estrictas del 
principio, si se le compara con cómo fue concebido en instrumentos 
internacionales o en derecho comparado, u otras leyes, facilitando o 
restringiendo su aplicación. En este último caso, considero que resulta imperioso 
determinar las razones que se han tomado para establecer diferencias, según la 
materia tratada.  

En suma, esta nueva realidad jurídica requiere un importante esfuerzo de los 
juristas para la actualización y la nueva sistematización de la materia, así como 
para la enseñanza del derecho ambiental.  
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Un punto central, tal como ocurrió en el derecho comparado, será determinar la 
envergadura del cambio en nuestro derecho y especialmente en la labor judicial. 
Tiempo atrás, Irarrázabal y Luengo (2018) concluyeron que existe una escasa 
aplicación de los principios ambientales por parte de los Tribunales Ambientales 
en el contencioso administrativo nacional. Para determinar cuándo un Tribunal 
Ambiental podría recurrir a los principios y cuáles, explicaban que el caso de los 
principios de la Ley N° 19.300 difiere de la Ley REP, dado que en la primera los 
principios sólo están mencionados en el mensaje y, además, la referencia a ellos 
se limita a ciertos instrumentos o mecanismos de tutela, como en materia de 
responsabilidad. Afirmaron —por ello— que la labor de los jueces entonces 
“estribaría en dilucidar cómo, en la aplicación de estos instrumentos y 
mecanismos de tutela, han sido debidamente aplicados los principios 
ambientales” (Irarrázabal y Luengo, 2018, p. 18). 

Además, propusieron que la aplicación de los principios en caso de laguna o de 
un caso difícil debería respetar el siguiente orden: primero, los positivizados (por 
ejemplo, de la ley REP), luego los consagrados de manera indirecta (en el mensaje 
de la ley) y, finalmente, aquellos del ámbito internacional o “descubiertos” por el 
juez —siguiendo a Vergara (2015)—. Sostuvieron que, en caso de contradicciones 
entre principios de distintos grupos, el juez debiera optar por aquel que 
corresponda al grupo que tenga prelación respecto de los restantes, y que, 
además, siempre debiera subyacer el principio de la sustentabilidad, esto es, de 
la gestión ambiental y de la primacía de la persona.  

¿Sopesa el lector cuán oportuno será revisitar estas propuestas a la luz de los 
nuevos principios que, por el hecho de estar en texto expreso deberían 
“prevalecer”? ¿Se aplicarán sólo a conflictos jurídicos ambientales si se 
considera que están definidos en leyes marco o generales, como las de 
biodiversidad y de cambio climático, cuya transversalidad y, por lo mismo, su 
proyección al derecho sectorial son amplísimas? De hecho, cuando expuse en el 
Congreso Nacional sobre el proyecto de ley de la LMCC, uno de los puntos que 
advertí, fue justamente que, en nuestro sistema, y a la luz de las conclusiones del 
estudio comentado, convenía incluir los principios en el texto de la ley, dotarlos 
de un contenido claro y determinando una fórmula amplia para fijar su ámbito de 
aplicación pues, mediante los planes sectoriales, esta ley se irradiaría al derecho 
de aguas, energía, minería, forestal, sanitario, entre otros (BCN, 2026, p. 136). 

 Otro punto interesante para la academia será avanzar en las reglas que podrán 
invocarse directamente. Sobre el punto, Femenías advierte, siguiendo a García 
de Enterría: “los principios, como herramientas jurídicas, cumplirán su función 
más determinante cuando se traduzcan en reglas positivizadas, esto es, cuando 
se integran al texto de la ley, pero no como una fuente inspiradora o un auxiliar a 



Un tema desatendido: el reciente y creciente proceso de positivización de los… 

 

12 
 

la hermenéutica legal, sino como parte de una determinada prescripción 
normativa que la incorpora, además de una regla que se puede invocar 
directamente para adoptar una decisión o resolver un conflicto.” … Ese es el 
verdadero desafío y donde deben volcarse los esfuerzos intelectuales.” 
(Femenías, 2021). 

Una cuestión importante es que la interrelación que existe entre las leyes que 
los han considerado exigirá, por cierto, una labor importante de coordinación 
y coherencia; para que contribuyan decididamente a una mayor protección 
ambiental y a seguir siendo catalizadores del derecho ambiental. Si el país 
sufre problemas serios de contaminación, pérdida de biodiversidad y es 
vulnerable especialmente al cambio climático (como a los eventos extremos: 
sequías, incendios, inundaciones, etc.), y ha decidido dictar nuevas 
regulaciones para enfrentar de mejor manera estos problemas, es indudable 
que la decisión de haber considerado positivizar los principios del derecho 
ambiental, incluyendo clásicos y otros más modernos, debe ser analizada 
considerando estas interrelaciones. La tarea no es fácil si se considera que 
ellos están incluidos en normas de diferentes jerarquías (desde tratados 
internacionales hasta leyes o reglamentos) y en materias diferentes (leyes 
marco y específicas). 

Además de la labor de investigación, estos nuevos principios codificados 
deben ser enseñados en las aulas universitarias. A partir de la entrada en 
vigencia de la Ley N° 19.300, la doctrina y la enseñanza del derecho ambiental 
se concentraron en explicar y enseñar esta nueva ley de bases, principalmente 
la institucionalidad y sus instrumentos, incluyendo, por cierto a los 
principios, con algunos matices. En efecto, existen textos en que los principios 
se mencionan, por ejemplo, sólo al tratar los instrumentos; o bien, se incluye 
un acápite especial de principios, como en Bermúdez (2014), Astorga (2025) y 
Hunter (2023). Respecto a la primera técnica, y sólo por vía de ejemplo, en los 
manuales, son comunes las referencias que se hacen a los principios clásicos: 
al principio preventivo y de participación en el Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental, al principio quien contamina paga, al referirse a 
impuestos, normas de emisión y calidad, con sus respectivos planes; y al de 
responsabilidad, al abordar el daño ambiental. En relación a la enseñanza, 
ocurre lo mismo. Por ejemplo, en la Universidad de Concepción, donde el 
derecho ambiental es una asignatura semestral obligatoria en quinto año de la 
carrera de Derecho, se incluye un capítulo específico de principios, donde se 
explican los principales (clásicos y modernos) y se enlistan ejemplos de 
instrumentos, normas y acciones en que cada principio se manifiesta.  
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En cuanto a publicaciones más específicas y sin pretender ser exhaustiva, 
destaco especialmente los esfuerzos realizados para profundizar en el principio 
preventivo por parte de Riesco (2006), Moraga (2010) y Costa (2013). Y respecto 
del principio de participación ciudadana, relevantes son los aportes de Mirosevic 
(2011), Moraga (2012; 2017), Henríquez (2013) y Cordero e Insunza (2021). 
También tratándose de principios no considerados expresamente en el mensaje 
de la Ley 19.300, y que han concitado la mayor atención, encontramos un gran 
desarrollo doctrinario del principio precautorio, por parte de Durán y Hervé 
(2001), Durán y Urbina (2003), Riesco (2006), Moya (2013), Banfi (2019) y tantos 
otros, incluida quien suscribe (Delgado, 2020). En el principio de justicia 
ambiental, con Bermúdez Soto y Hervé (2013a) y Hervé (2015); trabajos más 
recientes sobre el principio de no regresión —antes y después de su 
reconocimiento legal— Delgado (2021; 2025), y el principio pro persona 
reconocido expresamente en el Acuerdo de Escazú, respecto del cual Aguilar y 
Nogueira (2016) han descrito sus principales características y Libertad y 
Desarrollo (2020) en su momento, lo consideró como uno de los argumentos para 
que Chile no ratificara el Acuerdo. También se han publicado trabajos 
específicos sobre la equidad intergeneracional (Navarro, 2021) y el principio pro 
natura (Olivares y Lucero, 2018). 

Por otra parte, respecto a la LMCC, Femenías (2021) fue especialmente crítico de 
la formulación de varios principios en el proyecto de ley, realizando propuestas 
concretas de mejora. Una vez aprobada la ley, Moraga planteó que estos 15 
principios permiten avanzar hacia un nuevo paradigma, que permita “un nuevo 
equilibrio entre desarrollo económico, social y ambiental” enfatizando en los 
principios de equidad y justicia climática, el enfoque ecosistémico y el de no 
regresión (Moraga, 2022, p. 2). Delgado, Hervé y Prieto (2025) desarrollan la 
aplicación de los principios de la LMCC (científico, ecosistémico y de equidad y 
justicia climática) en la Ley N° 21.660 de protección ambiental de turberas; y 
Delgado y Álvarez (2026, en prensa) precisan los principios de la LMCC que 
serían útiles en la litigación climática.  

 Sobre la recepción práctica de los principios “clásicos” en nuestra 
jurisprudencia, existen publicaciones muy interesantes a lo largo de los años, 
especialmente a través de comentarios de sentencias en revistas especializadas 
y diarios nacionales, donde destaca, sin duda alguna, la labor de Luis Cordero 
Vega. En publicaciones más extensas, destaco el trabajo de Jorge Bermúdez y 
Dominique Hervé (2013b) respecto al reconocimiento de principios y garantismo 
con los pueblos indígenas, el estudio de Irarrázabal y Luengo (2018) sobre la 
escasa aplicación de principios en los Tribunales Ambientales en el contencioso 
administrativo; y el más reciente, la tesis de doctorado de Edesio Carrasco (2024), 
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que aborda especialmente el devenir de los principios clásicos en la tercera sala 
de la Corte Suprema, con una opinión bastante crítica respecto al activismo 
judicial y “legislar” en base a principios.  

Por otra parte, ahora con una mirada positiva, respecto a las definiciones de 
los principios de la LMCC y Ley SBAP Carrasco señala que: “Más allá de que 
estos principios puedan ser un mandato de optimización al legislador y a la 
administración del Estado, su importancia radica en lo ya analizado en cuanto 
a la relevancia que puedan adquirir al ser revisados por parte de un tribunal 
de justicia, cuya interpretación, en el marco de un recurso de protección, 
permite un margen de apreciación que los hace sumamente elásticos. De esta 
manera, su positivización y definición podrá brindar una forma distinta de 
aproximación a la Corte Suprema al momento de revisar la legalidad de 
determinadas decisiones, pudiendo basarse en ellos con mayor soporte del 
que, hasta ahora, ha tenido” (Carrasco, 2024, p. 345). 

Pues bien, estas líneas constituyen un llamado a abordar los desafíos que 
plantea esta nueva realidad jurídica. Con ánimo de provocar la reflexión, 
presentaré algunas interrogantes adicionales. En cuanto a la técnica 
legislativa, cabe revisar, en primer lugar, el ámbito de aplicación de estos 
principios. Como ya se ha señalado, en el mensaje de la Ley N° 19.300 el 
legislador explicó qué principios consideraba inspiradores de la ley, 
principalmente en relación con los instrumentos de gestión y los mecanismos 
de tutela, como las normas sobre responsabilidad. En la Ley de Pesca, en 
cambio, el legislador indicó que los principios expresamente reconocidos 
debían utilizarse para la interpretación y aplicación de toda la ley, precisando 
además qué entendía por cada uno de ellos. En la Ley REP, por su parte, los 
principios simplemente se enumeran y definen para su aplicación dentro de 
esa ley específica. En la LMCC, ley SBAP y de áridos, los principios se aplican 
a “políticas, planes, programas y acciones”. La LMCC (artículo 2) agrega las 
normas e instrumentos que se dicten y ejecuten en el marco de esa ley; la Ley 
SBAP (artículo 2) incorpora también los actos administrativos que se dicten o 
ejecuten en el marco de la ley, específicamente para la protección y 
conservación de la biodiversidad; y la ley de áridos (artículo 3) se refiere a las 
decisiones que se dicten o ejecuten en el marco de esa misma ley. ¿Qué 
consecuencias jurídicas se derivan de estas distintas fórmulas de redacción? 

En segundo lugar, corresponde examinar la forma en que estos principios 
deben aplicarse. En la Ley de Pesca, se establece que “deberán ser 
considerados”; en la Ley N° 19.300, la Ley REP y la LMCC, se afirma que 
“inspiran” la regulación; en la Ley SBAP, las políticas, planes y demás 
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instrumentos “se regirán” por ellos; y, en la Ley de áridos, las decisiones que 
se dicten o ejecuten en el marco de esa ley “deberán adecuarse” a tales 
principios. ¿Existen diferencias jurídicas relevantes entre estas expresiones, 
más allá de su distinta formulación lingüística? 

En tercer lugar, cabe preguntarse qué llevó al legislador, en materia de áridos, 
a formular el principio precautorio de manera más laxa —al estilo de la Ley de 
Pesca—, permitiendo que opere ante la sola “falta de estudios concluyentes”, 
sin exigir la acreditación de falta de certeza científica, requisito que sí 
contemplan la LMCC y la Ley SBAP, dictadas con escasa diferencia temporal. 

En tercer lugar, cabe señalar que la Ley N° 21.660 sobre protección ambiental 
de las turberas, en su artículo quinto transitorio se refiere a los “principios de 
equidad, justicia climática, género, participación ciudadana y transparencia, 
entre otros”. Surgen aquí varias preguntas. ¿Es una simple desprolijidad que 
la ley mencione equidad y justicia climática como dos principios separados, 
cuando la LMCC los denomina y define como un solo principio: el de equidad 
y justicia climática? Por otra parte, esta parece ser la primera ley ambiental 
que alude a un “principio de género”, mientras que en la LMCC el género 
aparece como un “enfoque” incorporado expresamente al definir el principio 
de equidad y justicia climática y al regular la participación ciudadana (artículo 
34). En cuanto a los principios de participación ciudadana y transparencia, 
¿qué definiciones deberían aplicarse: las de la LMCC o las de la Ley SBAP? La 
cuestión resulta especialmente relevante si se considera que la ley de turberas 
protege un ecosistema —por ende, se vincula directamente con la 
biodiversidad—, pero lo define también como reserva estratégica por razones 
climáticas. ¿Existen diferencias sustantivas entre las definiciones que ofrecen 
ambas leyes? 

En quinto lugar, cabe preguntarse por qué la ley de áridos vuelve a incluir el 
principio de no regresión, si la formulación contenida en la LMCC es amplia e 
incluye no sólo la gestión del cambio climático, sino también toda materia 
ambiental (Delgado, 2021). ¿Se trata de una desprolijidad legislativa o de una 
intención de limitar su aplicación? La pregunta es relevante porque la ley de 
áridos entiende transgredido este principio cuando una medida o acción 
implique una disminución en los niveles de protección de los cauces naturales 
“alcanzados” previamente. La LMCC, en cambio, lo activa cuando la medida 
implique retroceder en los niveles de protección ambiental “alcanzados o 
establecidos” previamente. ¿Puede considerarse esta nueva redacción, en sí 
misma, un retroceso? 
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Conclusiones  

En los últimos años, el legislador ha reconocido diversos principios de derecho 
ambiental mediante distintas técnicas. Inicialmente mencionándolos en los 
“mensajes” de los proyectos de ley, luego incluyendo artículos específicos con 
listados de principios, que además se definen y, finalmente, en algunos casos 
haciendo referencias a principios ya definidos en otras leyes. En suma, estas 
leyes ambientales contemplan más de 20 principios reconocidos explícitamente. 
Hay, sin embargo, varios principios definidos de manera diferente en distintas 
leyes, y existen variaciones en cuanto a la aplicabilidad de los mismos, si ellos 
operan respecto de toda la ley, o sólo respecto de ciertas políticas, programas, 
planes, actos administrativos entre otros, y si ellos “deben” considerarse o 
aplicarse o “inspirar” la toma de decisiones.  

Esta nueva realidad jurídica debe ser abordada cuanto antes por la doctrina 
especializada. Tal como ocurre en el derecho internacional y comparado, la 
incorporación expresa de un principio en una norma jurídica —más aún cuando 
el propio legislador lo define— exige analizar sus efectos con especial cuidado. 
En primer lugar, resulta necesario determinar si la proliferación de principios 
ambientales positivizados puede generar una hipertrofia normativa, con 
eventuales solapamientos, contradicciones o incertidumbres, o si, por el 
contrario, contribuye a fortalecer la seguridad jurídica, la razonabilidad y la 
estabilidad del sistema. También corresponde precisar cuáles de estos 
principios pueden ser considerados verdaderos principios normativos, en el 
sentido propuesto por De Sadeleer, y cuáles operan más bien como criterios 
orientadores, mandatos programáticos o reglas de interpretación. 

Asimismo, será indispensable examinar si las definiciones legales adoptadas por 
el legislador son suficientemente abiertas para permitir una aplicación evolutiva 
de los principios o si, por el contrario, tienden a estancarlos y a limitar su 
desarrollo futuro. En ese análisis, la historia de la ley de cada cuerpo normativo 
puede ofrecer antecedentes relevantes para comprender las razones que 
llevaron a positivizar y definir determinados principios, así como para evaluar si 
las diferencias existentes entre unas definiciones y otras fueron advertidas y 
justificadas adecuadamente durante la tramitación legislativa. 

Otro desafío consiste en determinar la compatibilidad entre los distintos 
principios reconocidos legalmente y, especialmente, en establecer criterios para 
resolver eventuales tensiones entre principios situados en un mismo rango 
normativo. Ello exige avanzar hacia una sistematización que permita clasificarlos 
de manera útil: por ejemplo, entre principios clásicos y modernos, 
antropocéntricos y ecológicos, ambientales y provenientes de otras disciplinas, 
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o anticipatorios y reactivos. Del mismo modo, debe examinarse qué efectos 
tendría su eventual reconocimiento constitucional y si, frente a la creciente 
dispersión de leyes especiales, resulta conveniente aproximarse a una 
codificación ambiental más general.  

Finalmente, este proceso plantea también un desafío pedagógico: definir cuánto 
y cómo deben enseñarse estos principios en las aulas universitarias, de modo 
que su estudio contribuya efectivamente a formar operadores jurídicos capaces 
de aplicarlos de manera coherente y fundada. 

Estoy convencida de que los principios son efectivos y valiosos cuando logran 
transformaciones del derecho positivo. Muchos principios del derecho ambiental 
fueron catalizadores de cambios normativos y jurisprudenciales importantes, 
sin estar reconocidos expresamente en las fuentes normativas. Hoy, siendo 
muchos de ellos derecho positivo, también deben ser efectivos y sólo lo serán si 
se aplican de manera coherente entre las diversas ramas del derecho —
ambiental, administrativa, constitucional y los demás derechos sectoriales, 
como energía, minería, forestal, entre otros—. Para ello, la labor del jurista es 
fundamental: se deben analizar y sistematizar minuciosamente para 
transformarlos en mandatos claros y en herramientas que se integren de manera 
armoniosa en una arquitectura institucional sólida. Debemos evitar mandatos 
simultáneos que generen decisiones contradictorias y no conduzcan finalmente 
a una adecuada protección de la vida en la Tierra.  
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